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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 45/17
CASO 10.455
VALENTÍN BASTO CALDERÓN Y OTROS
(Colombia)

I. Resumen del caso 

	Víctima (s): Valentín Basto Calderón, Pedro Vicente Camargo y Carmenza Camargo Sepúlveda
Peticionario (s): Comisión Colombiana de Juristas
Estado: Colombia
Informe de Fondo Nº: 45/17, publicado el 25 de mayo de 2017
Informe de Admisibilidad Nº: 68/10, publicado el 12 de julio de 2010
Acuerdo de Cumplimiento de Recomendaciones: Suscrito entre las partes el 6 de mayo de 2015

Temas: Acceso a la justicia / Campesinos / Conflicto armado / Defensores y defensoras de derechos humanos / Derechos políticos / Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias / Garantías judiciales y protección judicial / Impunidad / Integridad personal / Libertad de asociación / Niñas / Obligación de respetar los derechos / Protección de la honra y de la dignidad / Verdad, memoria y justicia / Vida / Violencia
Hechos: El caso se refiere a la ejecución extrajudicial del líder campesino y defensor de derechos humanos Valentín Basto Calderón el 21 de febrero de 1988 en Cerrito, Santander, Colombia, por personas vestidas de civil, actuando con aquiescencia y colaboración de los agentes de seguridad del Estado, quienes le interceptaron mientras caminaba por la Calle Real y le ocasionaron 35 impactos de bala que le provocaron la muerte. En ese mismo hecho resultó herido Pedro Camargo, quien falleció con posterioridad en un puesto de salud, por las heridas de bala recibidas, y su hija, Carmenza Camargo Sepúlveda, de entonces ocho años de edad, también resultó herida durante el ataque.

Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado era responsable por: la violación de los derechos a la vida, integridad personal, libertad de asociación y derechos políticos, establecidos en los artículos 4, 5, 16 y 23 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Valentín Basto Calderón; la violación del derecho a la vida e integridad personal establecido en los artículos 4 y 5 de la CADH, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Pedro Vicente Camargo; la violación del derecho a la integridad personal establecido en el artículo 5 de la CADH, en relación con los artículos 19 y 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio Carmenza Camargo; la violación de los derechos a la integridad personal y a la honra y dignidad establecidos en el artículo 5 y 11 de la CADH, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de los familiares de Valentín Basto Calderón; la violación del derecho a la integridad personal establecido en el artículo 5 de la CADH, en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de los familiares de Pedro Vicente Camargo; y la violación de los derechos a las garantías judiciales y protección judicial, establecidos en los artículos 8 y 25 de la CADH en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Carmenza Camargo y de los familiares de Valentín Basto Calderón y Pedro Vicente Camargo. 


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2018

	1. Disponer una reparación integral a favor de Carmenza Camargo y de los familiares de los señores Valentín Basto Calderón, y Pedro Vicente Camargo, por las violaciones a la Convención Americana establecidas en el presente informe. 
	Cumplimiento parcial sustancial

	Acuerdo de Cumplimiento
	PRIMERO:

1) Reparación pecuniaria: Estado indemnizará a los familiares de Valentín Basto Calderón
, los familiares de Pedro Vicente Camargo
 y a Carmenza Camargo
.   
	Cumplimiento total

	
	2) Medidas satisfacción y rehabilitación: 

1. Un acto de disculpas públicas.
	Cumplimiento total


	
	2) Medidas satisfacción y rehabilitación: 

2. Acompañamiento a las víctimas para que logren acceso a los planes, programas y proyectos en materia de reparación implementados por la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas.
	Cumplimiento parcial

	
	2) Medidas satisfacción y rehabilitación: 

3. Las familias tendrán atención integral en salud, incluyendo medicamentos, tratamientos, etc. de manera gratuita. Se ofrecerá especial atención a Carmenza Camargo Sepúlveda y a María Santos Carvajal. 
	Cumplimiento parcial

	
	2) Medidas satisfacción y rehabilitación: 

4. Una beca de estudio para uno de los miembros de cada grupo familiar. 
	Cumplimiento total

	
	2) Medidas satisfacción y rehabilitación: 

5. Realizar placas personales para los familiares.
	Cumplimiento total

	2. Llevar adelante una investigación imparcial y exhaustiva con el fin de identificar y sancionar a los responsables materiales e intelectuales de la muerte de Valentín Basto Calderón; las lesiones seguidas de muerte de Pedro Vicente Camargo y las lesiones de Carmenza Camargo. 
	Pendiente de cumplimiento

	Acuerdo de Cumplimiento
	SEGUNDO: Estado continuará la investigación penal.
	Pendiente de cumplimiento

	3. Adelantar actos tendientes a la recuperación de la memoria histórica de Valentín Basto Calderón en su condición de líder social, a la luz de las conclusiones sobre responsabilidad estatal alcanzadas en cuerpo del presente informe. 
	Cumplimiento parcial

	Acuerdo de Cumplimiento
	TERCERO:

1) Levantar una placa conmemorativa del señor Basto.
	Cumplimiento total


	
	2) Se explorará entre las partes la realización de una medida que enaltezca la memoria del señor Basto. 
	Cumplimiento parcial

	4. Disponer las medidas administrativas, disciplinarias o penales correspondientes frente a las acciones u omisiones de los funcionarios estatales que contribuyeron a la denegación de justicia e impunidad en la que se encuentran los hechos del caso. 
	Pendiente de cumplimiento

	5. Adoptar medidas de carácter legislativo, institucional y judicial orientadas a reducir la exposición al riesgo de las defensoras y defensores de derechos humanos que se encuentran en situación de riesgo. En ese sentido, el Estado debe: 
	Cumplimiento parcial

	5.1 Fortalecer la capacidad institucional para combatir el patrón de impunidad frente a casos de amenazas y muertes de defensoras y defensores, mediante la elaboración de protocolos de investigación que teniendo en cuenta los riesgos inherentes a la labor de defensa de los derechos humanos permitan un desarrollo exhaustivo de la investigación bajo esta hipótesis.
	Cumplimiento parcial

	5.2 Fortalecer los mecanismos para proteger eficazmente a personas cuyas declaraciones tengan un impacto relevante en las investigaciones y que se encuentren en riesgo como resultado de su vinculación a la misma.
	Cumplimiento parcial

	5.3 Desarrollar medidas adecuadas y expeditas de respuesta institucional que permitan proteger eficazmente a defensoras y defensores de derechos humanos en situaciones de riesgo.
	Cumplimiento parcial

	Acuerdo de Cumplimiento
	CUARTO: Estado compromete a informar detalladamente a la CIDH y los representantes todas las medidas adoptadas para fortalecer la labor de los defensores de derechos humanos.
	Cumplimiento parcial


III. Actividad Procesal
1. Las partes suscribieron un acuerdo de cumplimiento de las recomendaciones el 6 de mayo de 2015
.
2. El 7 de mayo de 2018 la CIDH sostuvo una reunión de trabajo con las partes en el marco de su 168º Periodo de Sesiones en seguimiento a las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 45/17. En seguimiento a esta reunión, la CIDH envió cartas a las partes el 25 de junio de 2018 solicitando información sobre los compromisos acordados en dicha reunión. Los peticionarios presentaron dicha información el 25 de julio de 2018.  
3. En 2018, la CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento al Estado el 26 de julio, y el Estado presentó dicha información el 5 de octubre.

4. La CIDH solicitó información actualizada sobre el cumplimiento a los peticionarios el 13 de septiembre de 2018, y los peticionarios presentaron dicha información el 17 de septiembre y el 31 de octubre de 2018. 

IV. Análisis relativo a la información proporcionada

5. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada y amplia sobre medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe Nº 45/17. 
V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones
6. En relación con la primera recomendación, el Estado cumplió con el pago de las indemnizaciones mediante Resolución de pago No. 0916 de 22 de noviembre de 2016 de la suma de $1,449,663,394.23 pesos colombianos a favor de Maria Santos Carvajal, Hilda Basto Ortiz, Araminta Basto Carvajal, Israel Basto Carvajal, Hernán Basto Carvajal, Rosa Erminda Basto Carvajal, Graciela Basto Carvajal, Pedro Pablo Camargo Sepúlveda, Javier Camargo Sepúlveda y Carmenza Camargo Sepúlveda, recibiendo cada una de ellas los montos consensuados en la conciliación que se tramitó bajo la Ley Nº 288 de 1996 y que se aprobó judicialmente. En relación con el pago del señor Nelson Camargo Sepúlveda, el mismo se realizó mediante Resolución de pago No. 0263 de 20 de abril de 2017. El 17 de abril de 2016 se realizó un acto de reconocimiento de responsabilidad internacional en la plaza principal de Cerrito
. La mesa principal estuvo integrada por Israel Basto (representante de la familia Valentín Basto), Carmen Rosa Morales (representante de la familia Camargo), Dr. Alejandro Malambo (Comisión Colombiana de Juristas), Dr. Carlos Alberto Romero Ramírez (Alcalde de Cerrito), Dr. Guillermo Rivera Flórez (Consejero Presidencial para los Derechos Humanos), Dr. Manuel Sorzano (Gobernador de Santander), Dra. Ana María Jiménez (Delegada, Fiscalía General de la Nación), Brigadier General Helder Fernán Giraldo Bonilla (Comandante, Quinta Brigada del Ejército Nacional y Encargado de la Segunda División del Ejército Nacional), con presencia de las víctimas, sus representantes, y autoridades militares, políticas y judiciales de la región y el municipio.

7. En 2018, el Estado informó sobre los avances logrados respecto a los compromisos sobre las medidas de rehabilitación contenidas en el acuerdo de cumplimiento. La atención médica y psicológica desde una perspectiva psicosocial es brindada actualmente en el marco del Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas (PAPSIVI) a Carmenza Camargo Sepúlveda, los familiares de Valentín Basto Calderón
 y los familiares de Pedro Vicente Camargo
, y requiere del aseguramiento al Sistema General de Seguridad Social en Salud. En este sentido, el Estado informó que todas las víctimas están aseguradas en el Sistema, con la excepción de Rosa Erminda Basto Carvajal quien se encuentra fuera del país, y con posibilidad de acceder a los establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y los programas previstos por la normatividad vigente. Asimismo, el Estado informó que las víctimas han recibido atención psicosocial
, han tenido acceso a los tratamientos y medicamentos ordenados
, y que toda la atención medica recibida ha sido ofrecida de manera gratuita. 
8. En 2018, los peticionarios informaron que las indemnizaciones fueron pagadas a los familiares de Valentín Basto Calderón y Pedro Vicente Camargo, que el Estado entregó las placas personales a los familiares durante el acto de reconocimiento de responsabilidad internacional, y que se estableció el fideicomiso correspondiente para las dos becas de estudio para los hijos de las víctimas. En relación a la implementación de la atención médica y psicosocial, los peticionarios informaron que, aunque el mecanismo de reporte de casos prioritarios ante el Ministerio de Salud y Protección Social pareciera funcionar para promover una atención en salud con las víctimas, existen varias barreras en el acceso de las víctimas a los servicios de salud, incluyendo la asignación de citas de manera oportuna; la autorización de exámenes incluidos en el Plan Obligatorio de Salud de las Entidades Prestadoras de Salud (EPS); problemas con las líneas telefónicas de las EPS para la solicitud de servicios de salud; baja capacidad institucional a nivel local con las EPS para identificar a las familias como beneficiarias de esta medida; y una inadecuada interlocución directa de las EPS con las familias de las víctimas. Los peticionarios manifiestan que si no fuera por su intervención, las víctimas no tendrían acceso a los servicios y programas de salud.  
9. La Comisión valora positivamente el pago de las indemnizaciones a favor de las víctimas, la realización del acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional, el cual se realizó de manera concertada con la familia Basto Calderón, la entrega de las placas personales a las víctimas, y el establecimiento del fideicomiso para las becas de estudio. Asimismo, la CIDH valora las gestiones realizadas por el Estado para asegurar atención médica y psicológica a las víctimas. Sin perjuicio de ello, la Comisión toma nota de las barreras en el acceso a servicios de salud por las víctimas informadas por los peticionarios. En este sentido, la CIDH insta al Estado colombiano tomar las medidas necesarias para superar dichas barreras para asegurar y garantizar que las víctimas tengan una atención integral en salud.  Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 1 se encuentra parcialmente cumplida de manera sustancial. 
10. Respecto de la segunda recomendación, en 2018, el Estado informó sobre las gestiones y diligencias realizadas durante los años 2015, 2016 y 2017 en la investigación del delito de homicidio agravado la cual se encuentra en etapa preliminar. Asimismo, el Estado destacó los obstáculos encontrados en dicha investigación, en particular, que debido al tiempo que ha transcurrido desde la ocurrencia de los hechos, ha sido difícil identificar a los autores y partícipes de éste. Ninguna de las personas que rindieron testimonio fueron testigos presenciales de los hechos. Adicionalmente, no se tiene conocimiento de personas adicionales que puedan aportar información relevante para el esclarecimiento de los hechos. Indicó que la Fiscalía General de la Nación ha oficiado información sobre los militares que se encontraban en la zona en ese momento a la Brigada y al comando de la Policía quienes han respondido que no poseen los archivos de esa época, y que no se ha obtenido información que vincule el Ejército Nacional a la investigación. 
11. En 2018, los peticionarios informaron que las labores investigativas de la Fiscalía General de la Nación han estado orientadas a determinar detalles del vehículo en el que se movilizaban quienes dispararon contra los señores Valentín Basto y Pedro Vicente Camargo, labor que debido al paso del tiempo ha resultado infructuosa. Por otro lado, la Fiscalía no ha podido establecer la identificación de los miembros de la Base Militar de Servitá y, por eso, ningún agente estatal ha sido vinculado a la investigación. Informaron que la Procuraduría General de la Nación inició una investigación disciplinaria al Capitán de la Estación de Policía por haber dado la orden a sus subalternos de replegarse en la estación después de los hechos en vez de salir a repeler el ataque, o en su defecto capturar a los perpetradores. En su momento, la Procuraduría halló responsable al referido Capitán y ordenó su suspensión del cargo por 20 días. Los peticionarios informaron que desde entonces, esta persona falleció por lo que cualquier investigación adicional ya no es posible. Asimismo, los peticionarios informaron que mediante una Resolución de fecha 3 de julio de 2018 se declaró la extinción de la acción penal por prescripción, considerando que han transcurrido 30 años desde que acaecieron los hechos sin que se haya podido superar la etapa de investigación preliminar. Indicaron que, si bien consideran que el Estado actuó conforme a lo dispuesto por la legislación nacional en materia de prescripción, quieren llamar la atención sobre le ineficacia de las investigaciones durante los 30 años, lo que garantizó la impunidad en el caso y conllevó a que se decretara la prescripción en el presente caso.
12. La CIDH evidencia que no se han producido mayores avances en la investigación a efectos de sancionar a las personas responsables 30 años después de la ocurrencia de los hechos. Ante la información presentada por el Estado sobre las actuaciones realizadas y obstáculos encontrados en la investigación y que esta se encontraría en la etapa preliminar, y la presentada por los peticionarios de que existiría una decisión sobre la extinción de la acción penal por prescripción, la CIDH insta al Estado a que presente información precisa y actualizada sobre este punto. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 2 se encuentra pendiente de cumplimiento.
13. En relación con la tercera recomendación, el Estado indicó que el 17 de abril de 2016, durante la realización del acto de reconocimiento de responsabilidad internacional, se develó una placa conmemorativa del señor Valentín Basto Calderón en el parque principal de Cerrito
. Durante los años 2016 y 2017, las partes informaron sobre las medidas adoptadas en relación con la creación de la Cátedra de Derechos Humanos Valentín Basto Calderón para ser implementada en las instituciones educativas de la provincia García Rovira en Santander, sin embargo, durante este tiempo las partes no llegaron a un acuerdo sobre la cátedra. Los peticionarios informaron que los familiares de Valentín Basto Calderón buscan con esta medida una reparación simbólica que permita reparar y enaltecer la memoria de él, por lo cual decidieron proponer al Estado la sustitución de este compromiso pactado en el acuerdo de cumplimiento por la restauración de la Casa Campesina en Cerrito, Santander. La propuesta fue discutida durante la Reunión de Trabajo realizada el 7 de mayo de 2018 en el marco del 168º Periodo de Sesiones de la CIDH. Tras la reunión de trabajo, el 17 de mayo de 2018, el Ministerio de Cultura, con el Ministerio de Relaciones Exteriores, las víctimas y sus representantes, realizó una visita a Cerrito, en la cual el Ministerio de Cultura hizo una valoración técnica sobre el estado actual y la viabilidad técnica de la restauración patrimonial de la casa. Durante la visita, el Estado, las víctimas y un representante de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos de Colombia (ANUC) suscribieron compromisos con relación a la entrega de una valoración por parte del Ministerio de Cultura para la posterior posibilidad de un acuerdo entre las partes acorde a la viabilidad de un proyecto de restauración. Posteriormente a la visita, el 20 de junio de 2018, se realizó una reunión en Bogotá entre el Estado, los peticionarios y miembros de la ANUC donde el Ministerio de Cultura hizo una exposición del presupuesto y remodelación de la Casa Campesina y aclaró los términos de la misma y se comprometió a enviar formalmente a las partes la propuesta. Los peticionarios informaron que aunque la familia Basto Calderón ha manifestado su interés inicial en la propuesta alternativa a la Cátedra, se espera la propuesta de valoración escrita por parte del Ministerio de Cultura, con el fin de que se pueda llegar a un acuerdo sobre la viabilidad de la remodelación y adecuación de la Casa Campesina. 
14. La Comisión valora positivamente la colocación de la placa conmemorativa del señor Valentín Basto Calderón en la plaza principal de Cerrito, lo cual fue concertado con los familiares de él. Asimismo, la CIDH valora las gestiones realizadas por las partes respecto a la propuesta de sustitución de la medida de satisfacción. La CIDH espera recibir información de las partes sobre los pasos adoptados y los resultados alcanzados en relación con el posible reemplazo de este punto del acuerdo de cumplimiento. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 3 se encuentra parcialmente cumplida. 
15. Respecto de la cuarta recomendación, el Estado no ha presentado información específica. 

16. En 2018, los peticionarios informaron que en la resolución de prescripción proferida el 3 de julio de 2018 se ordenó que se adelantara una investigación por los obstáculos a que fue sometida la investigación. No obstante, aún no se ha iniciado formalmente una investigación ni administrativa, disciplinaria o penal por las conductas de agentes estatales que impidieron una investigación seria, efectiva e imparcial de los hechos del presente caso. 
17. En vista de la información recibida, la CIDH solicita al Estado que presente información actualizada y detallada sobre las medidas dispuestas para responder a las acciones u omisiones de los funcionarios estatales que contribuyeron a la denegación de justicia e impunidad en la que se encuentran los hechos del caso. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 4 se encuentra pendiente de cumplimiento. 
18. En relación con la quinta recomendación, en 2018, el Estado presentó amplia información sobre las políticas implementadas en materia de protección de defensores y defensoras de derechos humanos en Colombia, incluyendo: la creación e implementación de la Unidad Nacional de Protección, que ha puesto en marcha una ruta de protección para actuar frente a amenazas en contra de personas pertenecientes a las poblaciones cubiertas por el mandato de la Unidad; la construcción e implementación de la “Estrategia para la investigación del delito de amenazas contra defensores de derechos humanos, líderes o representantes de organizaciones sociales, políticas o comunales, así como excombatientes de las FARC-EP” de la Fiscalía General de la Nación, la cual resultó en la creación, el 4 de abril de 2018, de un grupo de trabajo formado por fiscales, investigadores y analistas de varias entidades estatales con el fin de adelantar, apoyar, impulsar y coordinar el análisis, la investigación y judicialización de las amenazas contra personas defensores y defensoras de derechos humanos, entre otras; acciones adoptadas en el marco de la “Política Integral de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario” del Ministerio de Defensa Nacional que se viene implementando desde el año 2008, incluyendo capacitaciones sobre derechos humanos y el sistema interamericano de derechos humanos; la creación y activación del Sistema Nacional de Reacción Inmediata para el Avance de la Estabilización por el Ministerio de Defensa Nacional, el cual tiene la posibilidad de monitorear, verificar y analizar los factores de inestabilidad en el tema de la seguridad en las diferentes regiones del país con el fin de tomar las acciones operacionales correspondientes; la instalación de un Puesto de Mando Unificado en Antioquia, Cauca, Norte de Santander, Córdoba y Chocó para articular información y acciones para prevenir hechos en contra de los defensores y defensores de derechos humanos, el cual está integrado por la Presidencia de la República, el Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio del Interior, la Unidad Nacional de Protección y la Fiscalía General de la Nación. 

19. En 2018, los peticionarios informaron que no cuentan con información sobre esta recomendación.    
20. La CIDH valora las políticas implementadas en materia de protección de defensores y defensoras de derechos humanos en Colombia. Sin perjuicio de ello, en el marco de sus funciones de monitoreo temático y geográfico durante el 2018 la CIDH ha continuado recibiendo información sumamente preocupante sobre la continuidad de amenazas y asesinatos contra defensoras y defensores de derechos humanos en el país
. En este sentido, la Comisión continuará supervisando el impacto concreto de dichas medidas en la no repetición de hechos como los del presente caso y reitera su llamado al Estado a tomar medidas urgentes para proteger a quienes defienden los derechos humanos en Colombia. Por lo anterior, la CIDH considera que la Recomendación 5 se encuentra parcialmente cumplida. 
VI. Nivel del cumplimiento del caso 

21. Por lo anterior, la Comisión concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. La Comisión valora los esfuerzos desplegados por ambas partes para desarrollar un diálogo y proceso constructivo hacia dicho cumplimiento. En este mismo sentido, la CIDH saluda la voluntad del Estado a adoptar medidas concretas para implementar las recomendaciones de la CIDH. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando el cumplimiento las recomendaciones 1, 2, 3, 4 y 5. 

VII.  Resultados individuales y estructurales del caso 

22. En esta sección se destacan los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 

A. Resultados individuales del caso

Medidas de compensación pecuniaria 

· Indemnizaciones pagadas (suma total de $1,449,663,394.23 COP) mediante Resolución de Pago Nº 0916, de 22 de noviembre de 2016, a Maria Santos Carvajal, Hilda Basto Ortiz, Araminta Basto Carvajal, Israel Basto Carvajal, Hernán Basto Carvajal, Rosa Erminda Basto Carvajal, Graciela Basto Carvajal, Pedro Pablo Camargo Sepúlveda, Javier Camargo Sepúlveda y Carmenza Camargo Sepúlveda. 

· Indemnización pagada al señor Nelson Camargo Sepúlveda mediante Resolución de Pago Nº 0263, de 20 de abril de 2017.
Medidas de rehabilitación 

· Fidecomiso establecido para dos becas de estudio para uno de los miembros de cada grupo familiar. 

Medidas de satisfacción 
· Acto de reconocimiento de responsabilidad internacional realizado el 17 de abril de 2016 en la plaza principal de Cerrito, Santander. La mesa principal estuvo integrada por Israel Basto (representante de la familia Valentín Basto), Carmen Rosa Morales (representante de la familia Camargo), Dr. Alejandro Malambo (Comisión Colombiana de Juristas), Dr. Carlos Alberto Romero Ramírez (Alcalde de Cerrito), Dr. Guillermo Rivera Flórez (Consejero Presidencial para los Derechos Humanos), Dr. Manuel Sorzano (Gobernador de Santander), Dra. Ana María Jiménez (Delegada, Fiscalía General de la Nación), Brigadier General Helder Fernán Giraldo Bonilla (Comandante, Quinta Brigada del Ejército Nacional y Encargado de la Segunda División del Ejército Nacional), con presencia de las víctimas y sus representantes.  
· Placa conmemorativa develada durante el acto de reconocimiento de responsabilidad internacional el 17 de abril de 2016 en la plaza principal de Cerrito, Santander, con participación de las autoridades mencionadas arriba.   

· Placas personales entregadas a los familiares de las víctimas durante el acto de reconocimiento de responsabilidad internacional el 17 de abril de 2016 en la plaza principal de Cerrito, Santander, con participación de las autoridades mencionadas arriba.   

B. Resultados estructurales del caso

Políticas públicas 

· Aprobación del Decreto 1066 de la Presidencia de la República de 26 de mayo de 2015, “Programa de Prevención y protección de los derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad de determinadas personas”. 

· Plan 2017-2120166213 emitido el 10 de febrero de 2017 por el Comando General de las Fuerzas Militares con el propósito de coadyuvar en el respeto y protección de líderes sociales, sindicales y defensores de derechos humanos, incluidos aquellos que hacen parte de grupos minoritarios y grupos vulnerables.

· Puesto de Mando Unificado (PMU) Defensores de Derechos Humanos instalado para articular información y acciones para prevenir hechos de violencia en contra de los defensores y defensores de derechos humanos, el cual está integrado por la Presidencia de la República, el Ministerio de Defensa Nacional, el Ministerio del Interior, la Unidad Nacional de Protección y la Fiscalía General de la Nación. Se ha instalado PMU en Antioquia, Cauca, Norte de Santander, Córdoba y Chocó, y al nivel nacional se han efectuado 26 reuniones del PMU. 
· Sistema Nacional de Reacción Inmediata para el Avance de la Estabilización (SIRIE) creada y activada por el Ministerio de Defensa Nacional en enero de 2017, que tiene la posibilidad de monitorear, verificar y analizar los factores de inestabilidad en el tema de la seguridad en las diferentes regiones del país con el fin de tomar las acciones operacionales correspondientes.
Fortalecimiento institucional 

· “Estrategia para la investigación del delito de amenazas contra defensores de derechos humanos, líderes o representantes de organizaciones sociales, políticas o comunales, así como excombatientes de las FARC-EP” de la Fiscalía General de la Nación construida e implementada en el 2018, la cual está compuesta por el fortalecimiento a la intervención temprana de denuncias por amenazas, y la creación de un grupo de trabajo, el 4 de abril de 2018, formado por fiscales, investigadores y analistas de varias entidades estatales con el fin de adelantar, apoyar, impulsar y coordinar el análisis, la investigación y judicialización de las amenazas contra personas miembros de estas poblaciones. 
· Estrategia para la investigación y judicialización de homicidios cometidos contra defensores de derechos humanos diseñada e implementada por la Fiscalía General de la Nación el 21 de marzo de 2017. 

· “Política de Defensa y Seguridad: Todos por un Nuevo País 2015-2018” creada e implementada desde el 2015 por el Ministerio de Defensa Nacional, cuyo Objetivo Estratégico Nº 1 es “Contribuir con las capacidades de la Fuerza Pública a la terminación del conflicto y la construcción de la paz”. 
· Directiva 002 de 2017 expedida por la Policía Nacional en la que se fijan directrices con los parámetros para la protección de los líderes sociales en el marco del reconocimiento como defensores de derechos humanos, para garantizar y proteger el ejercicio de su labor. 

· Acciones adoptadas en el marco de la “Política Integral de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario” del Ministerio de Defensa Nacional que se viene implementando desde el año 2008, y que fue actualizada en el año 2018 y articulada con la “Estrategia Nacional de Garantías de los Derechos Humanos 2014-2034”. Dichas acciones incluyen: la realización de capacitaciones constantes a las unidades militares sobre el sistema interamericano de derechos humanos y las obligaciones que tiene el Estado frente al mismo; la realización de seminarios y diplomados en derechos humanos y DIH; la publicación de cartillas e impresiones sobre DIH y otros aspectos relacionados a los derechos humanos; pistas de derechos humanos y DIH para la capacitación de unidades militares; y, la implementación de buenas prácticas operacionales.

� Los familiares del señor Valentín Basto Calderón beneficiarios de la medida de reparación pecuniaria son: Maria Santos Carvajal (esposa), Hilda Basto Ortiz, Araminta Basto Carvajal, Israel Basto Carvajal, Hernán Basto Carvajal, Rosa Erminda Basto Carvajal, Graciela Basto Carvajal (hijos).


� Los familiares del señor Pedro Vicente Camargo beneficiarios de la medida de reparación pecuniaria son: Pedro Pablo Camargo Sepúlveda, Nelson Camargo Sepúlveda, Javier Camargo Sepúlveda, Carmenza Camargo Sepúlveda (hijos). 


� Carmenza Camargo, adicional a la indemnización por la muerte de su padre será indemnizada por las lesiones de las que fue víctima por los hechos.


� CIDH, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2017/COPU10455ES.pdf" ��Caso 10.455, Informe de Fondo Nº 45/17, Valentín Basto Calderón y otros (Colombia)�, párr. 200.


� CIDH, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2017/COPU10455ES.pdf" ��Caso 10.455, Informe de Fondo Nº 45/17, Valentín Basto Calderón y otros (Colombia)�, párr. 203.


� CIDH, �HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2017/COPU10455ES.pdf"��Caso 10.455, Informe de Fondo Nº 45/17, Valentín Basto Calderón y otros (Colombia)�, párr. 199. 


� CIDH, �HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2017/COPU10455ES.pdf"��Caso 10.455, Informe de Fondo Nº 45/17, Valentín Basto Calderón y otros (Colombia)�, párr. 200.


� Los familiares del señor Valentín Basto Calderón beneficiarios de la medida de reparación en atención integral en salud son: Maria Santos Carvajal, Hilda Basto Ortiz, Araminta Basto Carvajal, Israel Basto Carvajal, Hernán Basto Carvajal, Rosa Erminda Basto Carvajal y Graciela Basto Carvajal (hijos).


� Los familiares del señor Pedro Vicente Camargo beneficiarios de la medida de reparación en atención integral en salud son: Pedro Pablo Camargo Sepúlveda, Nelson Camargo Sepúlveda, Rorisuney Antolinez Valencia, Suney Daniela Camarga Antolinez y Javier Camargo Sepúlveda.


� El Estado informó el 5 de octubre de 2018 que las siguientes personas han recibido atención psicosocial: Maria Santos Carvajal, Araminta Basto Carvajal, Hilda Basto Ortiz, Hernán Basto Carvajal, Nelson Camargo Sepúlveda y Rorisuney Antolinez Valencia. 


� El Estado informó el 5 de octubre de 2018 que las siguientes personas han recibido acceso a tratamientos y medicamentos: Maria Santos Carvajal, Araminta Basto Carvajal, Hernán Basto Carvajal, Graciela Basto Carvajal, Rorisuney Antolinez Valencia, Kevin Andrés Camargo, Carmenza Camargo, Hilda Basto Ortiz y Pedro Pablo Camargo.


� CIDH, � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/decisiones/2017/COPU10455ES.pdf" ��Caso 10.455, Informe de Fondo Nº 45/17, Valentín Basto Calderón y otros (Colombia)�, párr. 203. 


� CIDH, Comunicado de prensa 155/18 - � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2018/155.asp" ��CIDH expresa su alarma por los asesinatos y condena la violencia contra personas defensoras de derechos humanos y líderes sociales en Colombia�. Washington, DC, 19 de julio de 2018.   
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